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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Patrone. 


MIEMBROS: Señores Representantes Martín Fernández, Ana Laura Gadea, Artigas Melgarejo, Gonzalo 
Mujica y Mónica Travieso. 


INVITADOS: Por la Federación Uruguaya de Cooperativas de Viviendas por Ayuda Mutua (FUCVAM), 
escribana María del Carmen Pereira, asesora legal, señora Marisol Fuentes y el señor 
Vicente Addiego, dirigente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Patrone)(ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial sobre Marco Cooperativo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la 
Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua -FUCVAM-, integrada por la asesora 
legal, escribana María Del Carmen Pereira; el dirigente nacional, señor Vicente Addiego, y la señora Marisol 
Fuentes, a los efectos de conocer su opinión relativa al proyecto de ley que estamos discutiendo en esta 
Comisión, que tiene que ver, en este caso, con las modalidades de cooperativas de vivienda. 


SEÑOR ADDIEGO.- Pido disculpas nuevamente por la demora en comenzar, a pesar de que ya lo hice 
en forma semi pública. No es costumbre mía demorarme; por el contrario, me resulta un tanto 
molesto, pero diversas circunstancias nos obligaron a esto. 


En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión por haber recibido a FUCVAM, ya que tenemos algunas 
puntualizaciones a realizar. Como entendemos que esta es una ley que va a durar mucho tiempo -no creo que 
las leyes estén para cambiarse todos los días-, pretendemos introducir algunas redacciones nuevas y 
modificar algunos artículos, a efectos de dar una mayor claridad en la posición que sustenta nuestra 
Federación. 


La escribana que me acompaña, asesora legal de nuestra Federación, ha hecho un estudio bastante 
pormenorizado de toda esta situación; hemos hecho correcciones. Quiero aclarar que en determinado 
momento el articulado que mencionemos quizás no sea el que esté actualmente en el proyecto de ley. Me 


consta que se han agregado artículos y, de pronto, la numeración ha ido cambiando. Por lo tanto, habría que 
hacer un paralelismo y buscar los artículos que corresponden para ir modificando. 


Hay puntos que nosotros consideramos esenciales, que para nosotros son una cuestión de principios, de 
costumbres, y una forma de ver el cooperativismo de vivienda. Concretamente, en lo que tiene que ver con 
los usuarios, las modificaciones de los estatutos y de la reglamentación, queremos aclarar algunas situaciones 
que se nos han dado en el transcurso de los años que lleva la ley de vivienda, la N* 13.728. Se han dado 
situaciones difíciles que hemos tenido que enfrentar en cuanto a despidos o expulsiones de cooperativistas 
por diversas circunstancias. Hay jueces que lo toman de una manera y otros, de otras. Estos son puntos que 
queremos precisar y aclarar para evitar malos entendidos a posteriori. 


Me gustaría que la escribana hiciera algunos comentarios más precisos. 


SEÑORA PEREIRA.- Hicimos un estudio bastante pormenorizado del capítulo que refiere a las 
cooperativas de vivienda de ayuda mutua y de usuarios, que son las que nosotros nucleamos. 


Hicimos algunas puntualizaciones que tienen que ver con nuestros principios y con temas de procedimiento. 
Traje este material escrito por si a los señores Diputados les interesa tenerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno poder fotocopiar el material de apoyo al trabajo de nuestra 
Comisión, a fin de colectivizarlo. 


SEÑORA PEREIRA.- Voy a hacer los comentarios artículo por artículo. 


En realidad, el texto que tiene el proyecto es una transcripción textual de la Ley N* 13.728, de la cual todos 
nosotros somos enamorados. Pero pasaron más de treinta años, se ha cambiado la formación y se ha ampliado 
lo que es el estudio científico del derecho cooperativo, y hay cosas que tenemos que contemplar. 


En el artículo 133, que es el primer artículo que tiene que ver con cooperativas de viviendas, simplemente se 
transcribe lo que son las disposiciones del artículo 130 de la Ley N* 13.728. 


El artículo 134 omite citar que las cooperativas se rigen, además, por los principios del cooperativismo. Esta 
ley, en su artículo general, el artículo 7”, incorpora estos principios cooperativos como fuente de derecho. A 
lo largo de todo el proyecto veremos que luego de reiteradas referencias y remisiones a la Ley N* 13.728, cita 
artículos que ya no son tales porque, por ejemplo, cita textualmente a la Ley 13.728 y tenemos el Texto 
Ordenado de la Ley de Vivienda, que incluye las modificaciones. 


El artículo 135 es muy importante para nosotros, porque incorpora dos principios que son específicos para las 
cooperativas de vivienda y que no están incorporados a la parte general. En el literal a) dice: "Suministrarán 
las viviendas al costo, no admitiéndose ningún tipo de práctica especulativa". Este artículo atempera el efecto 
del artículo 58 de la ley, que en la parte general establece la posibilidad de la cesión de las partes sociales en 
forma general e irrestricta. Tradicionalmente nosotros hemos sido cultores de la no cesión de las partes de 
capital social. La ley establece que la cesión del contrato de uso y goce es nula. Y está bien, porque nadie 
puede tener un derecho de uso y goce en una vivienda cooperativa si no es socio. Pero algunos enemigos 
encubiertos, con la pretendida intención de mejorar el funcionamiento, han encontrado algo que es real, y es 
que la ley no prohibe la cesión de las partes sociales. Y no puede haber nulidad sin ley que la establezca. 


Yo no voy a hablar de la cesión de partes sociales en otro tipo de cooperativas, porque en realidad conozco 
muy poco, pero sí conozco de cooperativas de vivienda. Forma parte de nuestra cultura el respetar los 
procedimientos de lista de espera, citación de los interesados, elección del que tiene más necesidad. La cesión 
de partes sociales va de la mano con la liberalización de precios. Por ejemplo, si hago un negocio con el 
señor Addiego y la cooperativa me ratifica a mí en mi calidad de socia, el señor Addiego me pide a mí lo que 
se le ocurre. Las viviendas tienen que ser suministradas al costo, porque son viviendas de interés social que 
se construyeron con dineros del Fondo Nacional de Vivienda. 


Aspiramos a que el literal a), que dice que suministrarán viviendas al costo, no admitiéndose ningún tipo de 
práctica especulativa, sirva para neutralizar o atemperar el artículo 58 con la cesión irrestricta. 


Otra cosa muy interesante, que tiene que ver con el funcionamiento, y que nosotros defendemos, es la no 
capitalización de los excedentes, que no podrán ser objeto de reparto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 58, en la Sección Capital Social dice: "Las partes sociales son 
nominativas, indivisibles, de igual valor y transferibles con acuerdo del Consejo Directivo.- Serán 
integradas en dinero o en especie o trabajo convencionalmente valuados, en la forma y plazo que 
establezca el estatuto". ¿Usted entiende que con ese texto puede ocurrir eso? 


SEÑORA PEREIRA.- Como nosotros conocemos a nuestra gente, diría que es muy difícil que un 
Consejo Directivo le diga no a un negocio suscrito entre quien se va y un socio nuevo. Tienen que ser 
condiciones muy claras, diría que de calidad de mala persona, para que el Consejo Directivo diga 
"no". Entonces, cuando a un Consejo Directivo le dicen: "Fulano quiere ser socio. Acá tengo la 
cesión", prácticamente es "fait accompli". 


El artículo 138 vendría a ponerle fin a una vieja discusión que tiene que ver con la forma como se integra el 
capital social y qué es lo que se reembolsa. Nosotros tenemos dos posturas clásicas. La postura mayoritaria, 
que es cuando el capital social se integra por el capital social original, las horas de trabajo o ayuda mutua o 
auto construcción en su caso, el ahorro previo en las cooperativas que son de ahorro previo, y lo que la 
persona volcó para pago de cuenta en el Banco Hipotecario. Eso, mes a mes, se transforma en unidades 
reajustables, y al cierre del Ejercicio se hace el balance. Si yo me voy, se pasa raya en mi cuenta corriente, 
suman el capital social original, las horas de ayuda mutua que hice y los pagos al Banco Hipotecario, y eso da 
mi capital social. En esa fórmula está incluido, por ejemplo, el interés de financiación. Entonces, supongamos 
que el señor Addiego y yo generamos una sociedad, por ejemplo, para repartir niños. Yo compro mi 
camioneta Kombi con un préstamo y Addiego la puede comprar al contado. Entonces, hacemos la sociedad y 
empezamos a repartir niños. Cuando yo me voy, ¿mi cuota vale más porque tengo intereses de financiación 
con el banco equis? ¿O mi cuota vale lo mismo que la de Addiego que compró la unidad al contado? Eso lo 
trasladamos a las cooperativas. Entonces, ¿mi capital social comprende o no los intereses de la financiación? 
Hay todo un sector que dice que sí, porque es dinero que salió del bolsillo del socio. Por tanto, a veces 
tenemos partes sociales que se transforman en sustanciosas y, hoy por hoy, en un Uruguay en crisis, esto nos 
obliga a no poder elegir compañeros de nuestra misma condición para ingresar a la cooperativa. 


De los estatutos no resulta claro que se puedan aplicar los artículos 23 y 24 de la ley, que son los que 
establecen qué es el valor de construcción y cuál es el valor de tasación de las partes sociales. 


El artículo 138 establece la posibilidad de incluir o no en el propio estatuto, según resolución política de la 
cooperativa, los intereses de financiación. En tiempos pasados, no tan lejanos, el adjudicar una cuota en una 
cooperativa, que incluía los intereses de financiación, era una ingente tarea, porque en un país pauperizado no 
encontrábamos compañeros que pudieran. 


El artículo 23 de la ley vieja habla del costo de construcción de la vivienda, incluyendo aleros, porches, 
garages y todas las otras obras realizadas en el predio y/o la cuota parte de obras comunes, en el caso de 
viviendas colectivas. Excluye el costo de los locales destinados a actividades no habitualmente domiciliarias. 
Define el costo de construcción como el costo normal resultante para el propietario de las obras hasta su 
habilitación, incluyendo rubros tales como honorarios técnicos, beneficios de la empresa constructora, 
conexiones, impuestos o trámites. 


El artículo 24 refiere al valor de tasación como el valor de construcción del artículo 23 más un 15%. 
Entonces, nosotros tenemos en cuenta la franja de préstamo que tuvo la cooperativa en el momento de 
solicitarlo. Por ejemplo, mi cooperativa construyó en épocas de vacas gordas, con dos mil Unidades 
Reajustables. Dos mil Unidades Reajustables era el préstamo que le correspondía a mi casita, más las horas 
de ayuda mutua y el valor del terreno, si estuvo por separado, sería en total, el 15%. Ese sería el valor de 
tasación y, por lo tanto, el capital a reintegrar al compañero que se va. 


Otro artículo interesante es el 141, que refiere a cómo se resuelve en los casos de disolución de las 
cooperativas. Habla de las causales del artículo 106, de que la Asamblea General convocada al efecto 
resolverá la disolución por dos tercios de socios habilitados, y dice que en esos casos no se aplicará el 
derecho de receso. Nosotros entendemos que el instituto de derecho de receso es típicamente comercial, de 
las sociedades comerciales, y las cooperativas -aunque le pese a mi muy admirado doctor Rippe- no son 


sociedades comerciales, somos autónomas, tenemos nuestras propias normativas y principios, por lo que 
creemos que la expresión "derecho de receso" debería sustituirse. 


De la misma manera, en el artículo 146, dice que las unidades cooperativas de usuarios solo atribuyen a los 
socios cooperadores el derecho de uso y goce sobre las viviendas, sin limitación en el tiempo. Y agrega que 
dicho derecho se trasmitirá a los herederos y aun podrá cederse por acto entre vivos, pero exclusivamente en 
los casos que lo permite la presente ley. Estamos manteniendo una definición o conceptualización que es de 
la Ley N* 13.728, de 1968, que nosotros hemos defendido a capa y espada, pero hoy por hoy resulta 
inadecuada; mantiene la problemática y es la que abre la puerta para la discusión de la no cesión de derecho 
de uso y goce, pero sí de partes sociales. 


Los técnicos vinculados desde épocas históricas al movimiento cooperativo, estimamos que la nulidad de la 
cesión del contrato de uso y goce fue una herramienta muy importante. Para el grueso del movimiento, la 
nulidad de la cesión también es muy importante. Sin embargo, nuevos técnicos, más teóricos, pertenecientes 
a nuevas camadas -un teórico que yo admiro mucho dice que son sabios de laboratorio- abren la puerta a la 
cesión, a lo que a nosotros nos interesaría ponerle coto. No vamos a ser hipócritas. Nosotros sabemos, y 
ustedes también, que hay cooperativas en zonas privilegiadas de Montevideo, como en la zona de Punta 
Gorda, que admiten la negociación del capital social, por precios que son de mercado. Por suerte, son un 
grupo muy chiquito; son el mal ejemplo, que hay que erradicar. 


Nosotros pretendemos que no se admitan las cesiones de los contratos de uso y goce, y tampoco las cesión de 
capital social. Pero eso tiene que estar consagrado a texto expreso, porque de otro modo la cesión de capital 
social va a seguir funcionando. 


En el artículo 147 hay una precisión para hacer. Obviamente, cuando se aprueba la Ley_N* 13.728 la única 
ley sobre propiedad horizontal que existía era la Ley N* 10.751. A raíz de la incidencia de la Ley N* 15.501 - 
de triste recuerdo para nosotros; no sé para ustedes- hemos logrado una reforma y tenemos cooperativas que 
construyen en régimen de propiedad horizontal de acuerdo con lo establecido en la Ley N* 14.261 y sus 
modificativos. 


En realidad, en el artículo 152 se habla otra vez del contrato de uso y goce y se establece que se inscriba en el 
Registro de las Personas Jurídicas del departamento donde esté ubicada la cooperativa. Esto es más técnico 
que lo que gremialmente se discute. El contrato de uso y goce es un acto que se realiza en cumplimiento de lo 
que manda la ley y una demostración práctica de lo que es un acto cooperativo, que es una conceptualización 
muy interesante de épocas más recientes. 


Nosotros -incluyo también a algunos compañeros que integrábamos la Comisión de Derecho Cooperativo de 
la Asociación de Escribanos del Uruguay- entendemos que para el más claro funcionamiento y para la 
problemática que enfrentamos los escribanos cada vez que tenemos que hacer documentación con las 
cooperativas, sería mucho más interesante que en un contrato de uso y goce que se inscribe en el Registro de 
Traslación de Dominio, el contrato de integración de partes sociales con la adjudicación de la calidad de 
socios también se inscriba en un registro de cooperativas. Hoy el Registro de las Personas Jurídicas tiene dos 
secciones claras: una es asociaciones y fundaciones, y otra es sociedades comerciales y cooperativas, pero 
estas un poquito subsumidas dentro del Registro del Comercio con colegas que califican desde el punto de 
vista del Derecho Comercial. Nosotros sugerimos que los contratos de uso y goce no se inscriban más. El 
usuario con contrato y sin contrato, después que se hizo el acta de sorteo y adjudicación, es usuario y lo es 
por derecho, y punto. Es más importante pasar por el cernidor quién integra o no en determinado momento la 
cooperativa. 


El artículo 153 reitera la nulidad del contrato de uso y goce. 


El artículo 154 dice que "El Derecho de uso se termina:". Nosotros sostenemos que debería decir que la 
calidad de usuario se termina por el retiro voluntario, por la expulsión, por la disolución de la sociedad y que, 
además, debería incluirse la sentencia que hace lugar a la demanda de desalojo que termina con el 
lanzamiento. Si un socio por inconducta, por omisión contumacial a los deberes de abonar lo que corresponda 
abonar en cada estadio histórico, llega a una instancia en que hay una sentencia de un Juez que dice: "Al 
señor lo desalojamos", por el mero hecho del desalojo -estamos hablando exclusivamente de cooperativas 
habitadas-, ese señor pierde la calidad de socio. Esto debería quedar claro en la ley, que no quede al libre 
albedrío de si después pedimos asamblea para aprobar la exclusión, no la pedimos, lo tenemos como socio o 


no, o, por ejemplo, cambiamos de asesores y viene uno que es un poco más débil en ese tema, el socio que se 
fue retoma fuerzas y arremete contra la cooperativa, etcétera. Estamos en épocas difíciles. 


Entonces, se mantiene una redacción que viene de la ley anterior que cita la renuncia, la exclusión, y habla de 
la anulación por cualquier otra causa. Pregunto si la otra causa sería que el socio se muera. La muerte es una 
causa natural, y extingue el derecho de uso y goce que es personalísimo. Los herederos heredarán el capital 
social, resolverán quién asume la calidad de socio pero el que era socio ya no está. 


A través del artículo 155 intentamos poner fin a una vieja discusión que arranca en la Ley N* 13.728 que dice 
que el retiro del socio dentro de los diez años de adjudicada la vivienda deberá solicitarse con la justificación 
que pueda aportar; si el Consejo Directivo lo entiende justificado tendrá un abatimiento del 10% del capital, 
si no lo entiende así, el abatimiento será de un 25% o de un 50% de acuerdo con la conducta del socio hasta 
el momento de presentar la renuncia. Todos somos amigos y compañeros hasta que presentamos las 
renuncias, momento en el que empezamos a vernos las caras. 


Hay toda una discusión que dice que la Ley N* 13.728 tiene dos interpretaciones defendidas por dos 
bibliotecas como pasa siempre en Derecho. Una de ellas -la aplicamos quienes han sido o somos 
cooperativistas- dice que el retiro justificado, antes o después de transcurridos los diez años, amerita un 
abatimiento del 10% del capital social porque el decurso de los diez años hace innecesaria la justificación. 
Una vez que han pasado los diez años de adjudicada la vivienda todo retiro se entiende jusfificado, por lo 
tanto, uno puede irse. Por ejemplo, si yo me voy ahora, que hace 32 años que vivo, me llevo el 90% del 
capital. Si se va la señora Travieso, cuya vivienda no tiene diez años de adjudicada, debe justificar. 


Hay otra postura, sostenida también por muy buenas cabezas, que sostienen: "Si la ley no dice que se retiene 
después de los diez años, no hay obligación de retener; si la ley no dice que se retenga, no se retiene". 


Nuestra intención es aprovechar esta ley y que esta cuestión se resuelva en un sentido o en otro. Quienes 
somos asesores de Consejos Directivos preferimos que se admita la postura que dice que quien se va se lleva 
el 90% del capital, porque ese 10% de capital que queda es el único ingreso -lo defino un poco a lo gaucho- 
de dinero fresco que no sale del bolsillo de los cooperativistas que quedan viviendo en el sistema. Insisto en 
que hay que definir este punto en un sentido o en otro. 


El tema de la exclusión del socio ha sido motivo de mucha discusión, de lo que quienes nos dedicamos al 
Derecho llamamos "chicana". En este momento tenemos una sentencia que en un caso de una cooperativa 
habitada dice que por no haberse dado cumplimiento al procedimiento administrativo que establece el 
Decreto N* 633, una norma de menor rango que la Ley_N* 13.728, una sentencia que evita el desalojo fue 
impugnada y el Tribunal de Apelaciones hizo lugar. Quienes seguimos cierta corriente de determinado sector 
de los teóricos del tema, entendemos lo siguiente. La Ley N* 13.728 se refirió expresamente a los 
procedimientos jurisdiccionales que ponen fin al derecho de uso y goce por falta de pago de las cuotas de 
amortización -después hablaremos de eso- o por incumplimiento grave de las obligaciones que el socio tiene 
con la cooperativa. Es la hipótesis de las cooperativas habitadas. Como la ley refiere a procedimientos 
jurisdiccionales, los procedimientos que se aplican son los de la ley sobre arrendamientos, procedimiento 
establecido en la Ley_N* 14.219; las cooperativas habitadas aplican los procedimientos jurisdiccionales. 
Ahora bien, una cooperativa en trámite o una cooperativa en obra también tiene incumplimientos que pueden 
graduarse con distintos grados o incumplimientos que pueden llegar a ameritar la exclusión. Pero allí no 
tenemos un contrato de uso y goce, no tenemos un derecho de uso y goce, entonces, en esos casos aplicamos 
el procedimiento administrativo que establece el Decreto N* 633. 


En la redacción del documento que nosotros vamos a dejar a la Comisión advertirán que lo que hacemos es 
establecer dos categorías. Para las cooperativas habitadas establecemos los procedimientos jurisdiccionales 
que -en nuestra muy modesta apreciación- son los que mayor garantía le ofrecen al compañero incumplidor. 
En las cooperativas en trámite -que son tanto las que tienen recién obtenida la personería como las que están 
en obra- que no tienen derecho de uso y goce para hacer cesar, que se aplique el procedimiento 
administrativo. Después, el socio que quede desconforme con la solución, podrá recurrir a la Justicia del 
lugar. 


Cuando hicimos el comentario nos explayamos bastante; como advertirán el texto es extenso, figura el 
análisis de lo que sucede antes de adjudicada la vivienda, qué ocurre después, cuáles son los pro y los contra 
de uno y otro sistema. 


El artículo 157 dice que luego de adjudicada la vivienda se aplica el procedimiento establecido en la Ley 

N? 14.219, en el caso de "incumplimiento en el pago de aportaciones que corresponden a la amortización de 
la vivienda". Esto es transcripción pura de la Ley N* 13.728. Quienes somos viejos en esto sabemos que 
según el momento en que entra el socio a la cooperativa aporta diferente. Si fundo una cooperativa -en el 
sentido de acto fundacional, no de fundir- aporto dos Unidades Reajustables. A partir de allí, mi trabajo es la 
amortización. Si en lugar de entrar en la cooperativa se ingresa como lo hice yo -típica paracaidista que llegó 
un mes antes de que terminara el proceso de obra- el capital que yo aporto es totalmente diferente. Después, 
yo seguí pagando el Banco Hipotecario y entonces tuve oportunidad de atrasarme en la amortización. Pero 
hoy ¿que pasa? Por ejemplo, el socio equis teóricamente terminó de pagar la amortización. Estrictamente, un 
compañero que ingrese hoy no paga amortización. Si no tiene posibilidad de pagar contado, debe pagar 
capital social en cuotas -como ocurre con el grueso de nuestros compañeros-, pero si deja de pagar las cuotas 
no se le puede aplicar este artículo. Por tanto, nos interesa que se contemple qué es el incumplimiento en el 
pago de las aportaciones de capital social por cualquier concepto. Pero todavía hay un paso más. Todos 
terminamos de pagar la amortización, solo pagamos los cuatro fondos legales que tiene la cooperativa, más 
un fondo estatutario, más impuestos domiciliarios y tasa de saneamiento, seguridad, etcétera. Se habla de 
gastos comunes refiriéndose a gastos comunitarios. 


Como esos gastos no son aportes de capital no se pueden intimar a través de lo establecido en la citada Ley. 
N? 14.219. Entonces, quiero saber dónde está el Juez que a un compañero que debe seis meses de gastos 
comunes y son $ 680 -como en el socio equis- le va a rescindir el contrato de uso y goce. Lo que no se puede 
intimar por el procedimiento establecido en esa ley, cuando es pago de dinero, se va a tener que solucionar 
por el procedimiento del juicio ordinario o extraordinario. FUCVAM pretendía -y estoy segura de que en esto 
las demás Federaciones también- que toda deuda de dinero que tenga un socio con la cooperativa, por el 
concepto que fuere, si estamos hablando de cooperativas habitadas, pueda llevarse a los estrados por el 
procedimiento de la Ley N* 14.219 porque -lamentablemente, pero es así- se extiende en el tiempo y, a su 
vez, le da tiempo al deudor a analizar el panorama, a darse cuenta de que no va a encontrar otro lugar para 
vivir con el mismo dinero y con las mismas comodidades, conseguir una "vaquita familiar” o el préstamo que 
le permita obtener los recursos. Además -en esto creo que coincidimos-, el procedimiento de la Ley 

N? 14.219 es como un procedimiento disuasivo. Entonces, todo lo que tenga que ver con pago de dinero, por 
el rubro que sea, queremos que se ventile a través del mencionado procedimiento. No queremos tener que 
llegar a un procedimiento ordinario o extraordinario que es lento, abrupto y que no da al compañero que está 
en esa situación la capacidad de repensar. Inclusive proponemos una redacción alternativa que diga, por 
ejemplo, que el incumplimiento en el pago de aportes de capital social, fondos legales y reglamentarios y de 
toda otra suma que deba abonarse a la cooperativa dará lugar al procedimiento de desalojo según lo dispuesto 
por las leyes de arrendamientos urbanos para el arrendatario mal pagador. Y mantendríamos el resto del 
artículo como está redactado. 


El inciso C) del artículo 157 expresa: "En ambos procesos la remisión se extenderá, en lo relativo a la 
competencia y al emplazamiento que dispone el inciso final del artículo 20 del Decreto-Ley _N* 14.219 [...]". 


También se habla de una novedad, ya que dice que contempla una situación que por el decurso del tiempo se 
viene produciendo y, como es natural, el legislador en su oportunidad no tuvo en cuenta. La situación es la 
siguiente. Falleció el socio titular, la sucesión se pudo haber tramitado o no, o estar en trámite, los herederos 
se atrasan, dejan de pagar en un acto deliberado que no contemple el fondo de socorro, ¿cómo y contra quién 
se inicia la intimación? Si se inicia contra el socio, estaría mal iniciada porque se inicia contra un muerto; si 
se inicia contra un heredero, podría haber otros, y excepcionarse por la vía de decir que hay otros. 


La ley dice: "En caso de fallecimiento del arrendatario y no habiéndose operado la cesión prevista en la 
presente disposición para ejercitar las acciones que corresponden conforme a la presente ley, será válida la 
citación de emplazamiento a los ocupantes, sin necesidad de ser individualizados, notificándose en la finca 
arrendada". Esto supone la cesión legal de arrendamiento que se opera al amparo de la Ley N* 14.219. Si 
alguien alquila y se muere, se entiende que hay una cesión tácita legal operada a favor de sus herederos. Esto 
no está previsto en la ley que nos rige. 


Desde el punto de vista registral, no está previsto como acto inscribible el oficio. Los contratos de uso y goce 
se inscriben en el Registro de la Propiedad Inmueble de cada departamento. La extinción del contrato de uso 
y goce se hace, básicamente, a través de una rescisión. La cooperativa y yo rescindimos mi contrato de uso y 
goce, los inscribimos; esa inscripción cesa. Pero cuando hay un procedimiento de desalojo, por supuesto que 


el desalojado no nos va a firmar nada ya que vino la fuerza pública, lo sacó y le puso las cosas en la calle. 
Entonces, nosotros aspiraríamos a que por buen funcionamiento se habilitara la existencia del oficio judicial a 
efectos de dar de baja a la inscripción del contrato de uso y goce. Yo sé que ese es un tema netamente 
notarial, pero los escribanos y las autoridades públicas utilizamos los registros; entonces cuanto más prolijo 
sea el mecanismo para obtener la información sería mucho mejor. 


El artículo 157 establece, además, con rango legal, que al socio perdidoso o excluido en un procedimiento 
judicial se le podrá abatir el capital social a reintegrar en un porcentaje que irá desde el 50% al 75% del 
capital social aportado. Entendemos que esto es un adelanto, porque el rango de hasta 75% del capital social 
aportado, lo sugería el decreto 410/70 en su artículo 3%. Entonces, muchas veces, daba lugar a que el socio 
que se iba, asesorado por un abogado que tenía razón, dijera que las cooperativas no pueden retener del 50% 
al 75% en un caso de exclusión; tienen que atenerse al tope máximo, que es del 50%. 


El artículo 158, que establece la misma solución que la Ley N” 13.728 para el caso de disolución del 
matrimonio, dice: "En caso de disolución del matrimonio tendrá preferencia para continuar en el uso y goce 
aquel cónyuge que conserve la tenencia de los hijos del matrimonio sin perjuicio de las compensaciones que 
correspondieren". 


Nosotros ya nos hemos definido varias veces como grandes admiradores de la Ley N* 13.728 y sumamente 
respetuosos y cultores de su profundo contenido social. El concepto de familia que define la Ley N* 13.728 
es muy amplio, se aplica exclusivamente en esa Ley y refiere a todos los que viven bajo el mismo techo. 


No sé en qué etapa está el análisis del proyecto sobre el concubinato. En la actualidad en las cooperativas 
jóvenes nos enfrentamos a una situación social muy difícil de legislar; me refiero al concubinato. En algunos 
casos, cuando intervenimos los viejos más pícaros -los que ya hemos sido cascoteados por las soluciones- 
cuando ingresa una pareja de concubinos se les propone que firmen el contrato de socio de socio. Un 
contrato, una figura de Derecho comercial, el que sea más civilista que proponga documentar el crédito, para 
defender un poco al que no tiene calidad de socio. Lo que sucede es que el movimiento cooperativista es un 
tanto machista, la obra es dura; entonces, de una pareja de concubinos siempre eligen como socio al hombre. 
Por eso hemos propuesto el contrato de socio de socio, pero todavía el problema no está solucionado 
legalmente. 


Se contempla la disolución del matrimonio, no disolución de la sociedad conyugal por separación de bienes. 
Entonces, después del divorcio, en realidad, mi marido y yo estamos en la misma situación que los 
concubinos; cada uno de nosotros tiene el 50% del capital. Entonces, planteo -algunos de los dirigentes de 
FUCVAM cuando yo hago esta pregunta, tiemblan- si la ley por haber sido yo esposa legítima me defiende a 
mí y a mis hijos para que permanezca en la casa, ¿por qué no podemos darle un giro más amplio y defender a 
la mujer que vivió en concubinato, que tiene hijos comunes con su compañero para que no se vea expuesta a 
la situación que debe enfrentar ahora? Lo que sucede es que la postura más ortodoxa dice que la concubina -o 
el concubino, si es el que se queda con los niños- nunca fueron socios, no tienen gananciales, es un nuevo 
socio. Por lo tanto, al que se va le aplicamos el abatimiento y al que ingresa le cobramos el mayor valor. Esto 
es injusto desde todo punto de vista, sobre todo, social. Tenemos que tratar de que se mantenga en la nueva 
redacción la justicia que siempre tuvo la Ley N* 13.728. Al igual que muchas otras personas, yo creo que hay 
que solucionar esta situación. 


Hoy por hoy hay cooperativas que dudan de la calidad de familia formada por concubinato. A las 
cooperativas viejas les cuesta arribar al concubinato como forma de vida en familia. Entonces, debe haber 
una solución que proteja esa situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera decir que tenemos oportunidad de opinar sobre todos los artículos 
de esta ley. Agradeceríamos mucho que también nos dieran su experta opinión sobre otros temas que 
consideren convenientes. 


Quizás al finalizar su intervención les hagamos algunas consultas sobre otros aspectos para conocer puntos 
de vista distintos sobre la ley. 


SEÑORA PEREIRA.- El artículo 163 -lo voy a leer porque no manejo mucho el tema de las 
cooperativas de propietarios- dice: '"En las unidades cooperativas de propietarios la cooperativa podrá 


retener la propiedad de las viviendas mientras dure la amortización de los créditos si así lo 
establecieran los estatutos. En este caso los futuros propietarios regularán sus relaciones con las 
cooperativas por las normas establecidas en este Capítulo en lo que le fuere aplicable, sin los beneficios 
que otorga el artículo 158, inciso dos, que es la exoneración de la contribución inmobiliaria. Las 
cooperativas de propietarios efectuarán la novación del crédito hipotecario". Las cooperativas tienen 
dos categorías: las de entrega inmediata y las de entrega diferida. Las de entrega inmediata se 
construyen en régimen de cooperativa, se aporta el esfuerzo común, se levantan las viviendas y cuando 
las unidades habitacionales tienen la habilitación final se procede a su adjudicación y a la novación del 
préstamo; allí se resuelve si se mantiene la cooperativa viva o no. Con toda modestia, yo considero que, 
llegada esa instancia, la cooperativa tiene que sufrir un proceso de disolución, porque entonces 
superponemos dos regímenes. Tenemos Consejo Directivo y todas las Comisiones que tienen que ver 
con la cooperativa para administrar el salón comunal -que es lo que en general se mantiene en régimen 
de cooperativa-, y reglamento de copropiedad y comisión administradora para regular las relaciones 
de los propietarios de las unidades. Entonces, las cooperativas de propietarios de entrega inmediata 
deberían disolverse como tal una vez hecha la adjudicación. Yo entiendo que para las cooperativas de 
propietarios el recurrir al sistema cooperativo es una forma de abaratar costos, pero una vez cumplida 
la finalidad, que es meramente económica, se extingue la cooperativa. 


El primer párrafo del artículo 163 refiere a propietarios con entrega diferida y el segundo a propietarios de 
entrega inmediata. Si fueran de entrega diferida de la propiedad, durante todo el proceso de amortización se 
regirían por el sistema de usuarios, pero ¿no están exentos del pago del ITP por causa de muerte? ¿O lo que 
se quiso fue referir al último literal del artículo 161 del proyecto? El artículo 158 de la Ley N* 13.728 refiere 
a los tributos que gravan la transmisión de la propiedad inmueble, y el artículo 161, a la exoneración de la 
contribución inmobiliaria. Cuando se redacta el artículo 163 y se cita el artículo 158, se establece que las 
cooperativas de propietarios de entrega diferida están exentas del pago del impuesto a las transmisiones 
patrimoniales por causa de muerte; la referencia es errónea. 


Las cooperativas de usuarios están, por la Ley_N* 13.728, exoneradas de los impuestos que gravan la 
propiedad inmueble. No obstante, en esta ley, las cooperativas de propietarios, aunque den sus viviendas en 
uso y goce, pues son de propietarios con entrega diferida, no tienen la exoneración de la contribución 
inmobiliaria. En este artículo 163 debería clarificarse si lo que se quiere es ratificar que no están gravadas por 
el Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales por causa de muerte o si están exoneradas o no del pago de la 
contribución inmobiliaria. 


En otro orden, en cuanto a las cooperativas de propietarios con entrega inmediata, más necesario que la 
novación simultánea es la adjudicación simultánea de la propiedad. A partir de la adjudicación en propiedad 
es que hoy, al amparo de la Ley N* 13.728, cada socio se transforma en responsable individual del pago de la 
hipoteca adjudicada a su unidad. ¿Qué es lo que sucede hoy? El costo de la escritura de adjudicación y de la 
novación puede llegar a ser muy alto, según en qué estadio de la cooperativa entre el socio. Entonces, los 
cooperativistas de las cooperativas de propietarios con entrega inmediata no hacen la novación, pero hasta 
tanto no se haga la novación la deuda es de la cooperativa, y la cuota tiene que ser única. 


El Banco Hipotecario hacía -creo que sigue haciendo- la división administrativa de gravamen. Entonces, por 
ejemplo, todos nosotros integramos una cooperativa de propietarios, cada uno tiene su cuota asignada en 
forma administrativa; si yo me atraso, ¿qué es lo que ejecutan? ¿Mi unidad? Si otro cooperativista tiene una 
unidad mejor terminada y de mayor valor, ¿pueden ejecutarla? Eso es algo que debería clarificarse. A eso 
tendía el análisis del artículo 163. 


El artículo 164 incluye una disposición que se coló en el TOLVI que establece que los propietarios deberán 
destinar la vivienda para residencia propia y de su familia y no podrán arrendarla o enajenarla sin causa 
justificada y luego de obtenida la autorización del organismo financiador. Asimismo, dice que las operaciones 
realizadas en contravención de esta disposición serán nulas y pasibles de las multas previstas en artículo 46. 


Pongamos como ejemplo una cooperativa de propietarios con entrega diferida que terminó de pagar e hizo la 
adjudicación. Entonces, yo ya terminé de pagar, me quiero mudar y quiero vender mi unidad, ¿a qué 
organismo financiador pido autorización? Pasé por esta situación y el Ministerio le pasó la pelota al Banco 
Hipotecario y este al Ministerio; finalmente nos tuvimos que parar en los pedales, explicar claramente de qué 
se trataba y sacar una resolución administrativa. Pero, está mal; sustancialmente mal. Porque la sanción, si no 


hay autorización, es nulidad. Y una nulidad no puede ser reglamentada por la autoridad administrativa; tiene 
que estar reglamentada por la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero hoy en estas cooperativas prácticamente se da un negocio de partes, sin 
pedir autorización a nadie. 


SEÑORA PEREIRA.- Es así como usted dice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la escribana su detallado análisis de los artículos que 
corresponden a las cooperativas de viviendas y quisiéramos contar con el material para poder 
analizarlo en profundidad. Es un gran aporte para esta Comisión. 


SEÑOR ADDIEGO.- Creo que el trabajo que realizamos es bastante interesante y por eso trajimos a la 
asesora. 


Quedamos a las órdenes para contestar cualquier consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos saber si tienen conocimiento sobre la propuesta de creación del 
Instituto Nacional de Cooperativismo y Economía Social y Control de la Economía y qué opinión les 
merece dicha creación. 


Asimismo, nos interesaría conocer la opinión de FUCVAM en cuanto a la forma de financiamiento de este 
Instituto, que sería compartida con el Estado, y a lo que se establece en el borrador para colaborar con él. 


SEÑOR ADDIEGO.- Nuestra Federación participa de la cuota parte que nos corresponde. 


Queremos hacer la salvedad de que somos partícipes y apoyamos, a pesar de que nos cueste sangre, sudor y 
lágrimas, los aportes; entendemos que el fin lo justifica. También entendemos que se deben medir mucho las 
franjas porque hay gente que muy bien puede solventar sus gastos, y hay gente, sobre todo de la franja uno, 
que está en similitud con los núcleos básicos. ¿A esa gente qué le vamos a cobrar? Vamos a ser honestos: en 
la cooperativa que integro -por suerte o por desgracia- hay muchos que pueden pagar y hay otros con los que 
vamos a tener problemas. Ya somos todos medio viejitos y hay quien recibe por jubilación $ 25.000 -porque 
era funcionario bancario- y yo recibo $ 5.000. Y bueno, moriré en la demanda; el núcleo lo paga y ya está. 
Pero quiero aclarar eso: nosotros somos partícipes pero nos oponemos terminantemente a que el 
INACOOPES sea un Instituto donde se ganen muy buenos sueldos. Nuestra Federación se opuso 
terminantemente a que hubiera sueldos de Subsecretario para el Presidente y un sueldo a determinarse por 
parte de los delegados del Poder Ejecutivo, como hubo en un principio. Nosotros no aceptamos eso y los 
sueldos tienen que ser de acuerdo con la mentalidad cooperativa. Entonces, no hay Presidente ni Directores 
del Poder Ejecutivo sino que todos son Directores. Nosotros de ninguna manera participamos de la idea de 
que el Presidente es el que determina todas las cosas; estamos acostumbrados a trabajar en grupo y en 
comisiones directivas. Todos somos igualitos; algunos serán portavoces y otros no, y algunos estarán al frente 
siempre pero todos somos responsables. Por lo tanto, lo que corresponde a uno corresponde a todos. 


Quiero dejar marcado esto: no queremos que ese Instituto sea burócrata. Queremos un Instituto que sea 
efectivo y que promueva el cooperativismo en todos sus sentidos. No estoy pidiendo que promueva 
solamente vivienda ni cosa parecida. Hay veces que mucha gente toma el cooperativismo a efectos de ir 
creciendo y de escalar posición. Eso yo lo combato desde todos los puntos de vista posibles. 


Personalmente -y creo que también FUCVAM como institución- me opongo terminantemente a eso. 
Queremos las cosas claritas, fuertes y efectivas. Ahí me quedo por el INACOOPES, pero quiero dejar 
sentado esto en forma muy terminante: no queremos un Instituto burocrático, queremos un Instituto eficiente, 
en el que se gane lo que corresponda en forma pareja para todos; no queremos que haya un Presidente, que 
los demás estén en segundo plano y en tercer lugar los que están designados por CUDECOOP. Eso no lo 
aceptamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia, que ha sido útil en tanto va a ser parte de la 
discusión que se dé en la Comisión, que como ustedes está ansiosa por culminar estos trabajos, dado 
que el tiempo transcurre y estas cosas no pueden dilatarse mucho más. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


